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de illtencionalidad. pues, a' su juicio, era evidente que
el régimer:'l de afiliación no podía ser más que el general
y en ningún caso el especial agrario; evidencia que resul­
ta del contraste entre los supuestos en los que procede
-para la Sala- la afiliación al régimen especial y la mani­
fiesta imposibilidad -también para la Sala- de que la
recurrente estuviera inmersa en alguno de tales supues­
tos. pues la reducción de éstos a los casos en los que
se trata de empresas agrícolas excluía de entrada a
empresas que -como la recurrente- tienen un objeto
social que comprende actividades de otra índole. Y evi­
dencia que, en su misma claridad. ha llevado; sin duda.
a la Sala a descartar que la incorrecta afiliación de dos
trabajadores no respondiera a algún ánimo defraudador.
La cuestión relativa al régimen pertinente ha resultado
para la Sala tan clara e incontrovertida que su silencio
sobre el problema de la intencionalidad sólo puede inter­
pretarse como una desestimación implícita: la conducta
sancionada no podía escudarse en el error ni en la buena
fe. sino sólo en la intención infractora que la actara niega:

No ha existido. pues. incongruencia _omisiva vulne­
radora del derecho a la tutela júdicial efectiva del ar-
tículo 24.1 CE -

FALLO

En atención a lo expuesto. el Tribunal Constitucional.
POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Denegar el amparo solicitado por «Frutos del Segu­
ra. S. A.».

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en' Madrid. a veintisiete de septiembre de mil
novecientos noventa y tres.-Lui,s López Guerra, Eugenio
-Díaz Eimil. Alvaro Rodríguez Bereijo. José Gabáldón
López, -Julio Diego González Campos y Caries Viver
Pi-Sunyer.-Firmados y rubricados.

25886 Sala Segunda. Sentencia 281/1993. de 27
de septiembre de 1993. Recurso de ampa­
ro 2.736/1990. Contra Sentencia de la Sala
de lo Contencioso-Administrativo del T.S.J. de
Madrid desestimatoria de recurso contencio-

_so-administrativo promovido contra bases de
la convocatoria para la provisión de plazas
de Administrativos de la plantilla de personal
laboral del Ayuntamiento de Leganés (Madrid)
aprobadas en sesión del Pleno. Vulneración
del principio de igualdad: discriminación en
las bases de la convocatoria del concurso.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional. com­
puesta por don Luis López Guerra. Presidente; don Euge­
nio Díaz Eimil. don Alvaro Rodríguez Bereijo. don José
Gabaldón López. don Julio Diego González Campos y
don Caries Vivar Pi-Sunyer. Magistrados. ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY -
la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo nÚm. 2.736/90. promovido
por doña Elena Ordóñez García. doña Concepción Pérez
Gaytán. doña Adoración L10rente Atienza. doña María

Consolación Pardillo Alonso. doña María Angeles Alonso
Sánchez y don Alfredo Peralta Romero, representados
por la Procuradora de los Tribunales doña María Luz
Albácar Medina y asistidos del Letrado don Nicolás Sar­
torius Alvarez de Bohorques. contra Sentencia de la Sec­
ción Sexta de la Sala de lo Contencioso-Administrativo
del Tribunal Superior de Justicia de Madrid, de fecha 31
de mayo de 1990, desestimatoria del recurso conten­
cioso-administrativo núm. 680/88 promovido contra
bases de la convocatoria para la provisión de siete plazas
de Administrativos de la plantilla de personal laboral del
Ayuntamiento de Leganés (Madrid). aprobadas en sesión
del Pleno de 30 de julio de 1987. Han comparecido
el Ayuntamiento de Leganés representado por el Pro­
curador don Roberto Granizo Palomeque. asistido de
Letrado y el Ministerio Fiscal. siendo ponente el Magis­
trado don Eugenio Díaz Eimil. quien expresa el parecer
de la Sala.

1. Antecedentes

1. Por escrito registrado en este Tribunal el 24 de
noviembre de 1990. doña María Luz Albácar Medina.
Procuradora de los Tribunales y de doña Elena Ordóñez
García. doña Concepción Pérez Gaytán. doña Adoración
L10rente Atienza, doña María Consolación Pardillo Alon­
so. doña María Angeles Alonso Sánchez y don Alfredo
Peralta Romero. interpone recurso de amparo contra la
Sentencia de la Sección Sexta de la Sala de lo Con­
tencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia
de Madrid. de 31 de mayo de 1990. desestimatoria del
recurso contencioso-administrativo núm. 680/88 pro­
movido contra bases de la convocatoria para la provisión
de siete plazas de Administrativos de la plantilla de per­
sonal laboral del Ayuntamiento de Leganés (Madrid),
aprobadas en sesión del Pleno de 30 de julio de 1987.

2. Los hechos en los que se fundamenta la demanda
son. sucintamente expuestos. los que siguen:

a) Mediante Resolución de 24 de agosto de 1987
(«Boletín Oficial del Estado» de 4 de septiembre), el Ayun­
tamiento de Leganés hizo público que en su sesión de 30
de julio de 1987 había aprobado las bases para proveer.
por el procedimiento de concurso de mérito, siete plazas
de Administrativos de la plantilla de laborales de ese
Ayuntamiento; se anunciaba. además, que las bases de
la convocatoria figuraban expuestas en el Ayuntamiento
y se señalaba el plazo de admisión de solicitudes para
tomar parte en las pruebas de selección.

b) En las bases de la convocatoria se establecía
un baremo en el que, dentro del apartado «Méritos»,
figuraba -con el núm. 4- haber deSempeñado ((con
carácter accidental o temporal. en el Ayuntamiento de
Leganés, la categoría objeto de la convocatoria». A dicho
((mérito» se le otorgaba una puntuación de veinte puntos.
mientras que la suma total de los restantes ((Méritos»
-tanto ((Experiencia» como «Cursos»-, en su grado máxi­
mo. arrojaba un total de veintiún puntos posibles.

c) Con fecha 18 de abril de 1988. el Tribunal cali­
ficador levantp la correspondiente acta del -concurso,
otorgando veinte puntos a los siete concursantes que
venían ocupando las plazas objeto de provisión y cero
puntos alas demás concursantes, excepto a dos. a :Jos
que se concedió once y siete puntos. respectivamente.
sin obtener. por tanto, plaza.

. d) Interpuesto recurso contencioso núm. 680/88
contra las bases de la convocatoria y actos posteriores
resolutorios del concurso ante el Tribunal Superior de
Justicia de Madrid. la Sección Sexta de la Sala de lo
Contencioso-Administrativo de ese Tribunal dictó Sen­
tencia desestimatoria de 31 de mayo de 1990.
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, 3. Se interpone recurso de amparo contra la Sen­
tencia de la, Sección 'Sexta de'la Sala de 10Contenció­
so-Administrativo 'del Tribunal Superior de Justicia d,e
Madrid, de 31 de mayo de 1990 (recurso núm. 680/88),
interesando su nulidad y la de «la base cuarta, apartado
"experiencia", punto 4», del baremo del concurso, así
como la declaración del «derecho de los recurrentes a
participar en igualdad de condiciones con los otros aspi­
rantes al acceso a dichas plazas».

Entienden los demandantes que la resolución judicial
impugnada ha incurrido en infracción del arto 23.2 -en
relación con el arto 14- de la Constitución. A su juicio,
otorgarveinte pUntos al «mérito» de haber desempeñado
con carácter accidental o temporal. en el Ayuntamiento
de Leganés, la categoría objeto de la convocatoria y
conceder -en cambio- a la suma total de los restantes
«méritos», en su grado máximo, un total de veintiún pun­
tos, supone llevar a cabo una auténtica predeterminación
del resultado del concurso: se descarta a quienes ,no
hayan desempeñado' la categoría objeto de la convo­
catoria en el Ayuntamiento (alas que sólo les será posible
obtener, como máximo, veintiún puntos) y se prima de .
entrada con veinte puntos a quienes sí la hubieran
desempeñado (necesitando sólo dos puntos más para
superar a los candidatos, que, sin haber trabajado en
el Ayuntamiento, hubieran obtenido el máximo de pun­
tuación posible). En .el baremo impugnado se habría lle­
vado a cabo, en definitiva, una referencia absolutamente
individualizada y con.creta eq favor de determinadoscon­
cursantes, resultando de ello una vulneración dél dere­
cho garantizado en el art! 23.2 de la, COnstitución.

/
4. Mediante providencia de 8 de abril de 1991, la

Sección Tercera de este Tribunal acordó admitir a trámite
la demanda de amparo y dirigir comunicación a la Sec­
ción Sexta de la Sala de lo Contencioso-Administrativo
del Tribunal Superior de Justicia de Madrid para que
remitiera certificación o copia adverada de las actua­
ciones correspondientes i. al recurso ·contencioso
núm. 680/88; asimismo se' acordó la práctica de los
emplazamientos pertinentes...

5. Mediante providel1cia de 20 de junio de 1991.
la Sección acordó acusar recibo de las actuadonesinte­
resadás y tener por personado y parte al Procurador
don Roberto Granizo Palomeque en nombre y represen­
tación del Ayuntamiento de Leganés. Asimismo, se acor­
dó dar vista de las actuaciones a las partes personadas
y al Ministerio Fiscal por plazo común de veinte días
para que presentaran las alegaciones que estimasen per­
tinentes, de conformidad con lo dispuesto en el arto 52.1
LOTC.

6. La representación procesal de los recurrentespre­
sentó su escrito dealE;!gaciones el 15 de julio de 1991,
Los argumentos de los actores se centran en la crítica
a las razones esgrimidas por la Sala sentenciadora para
fundamentar la desestimación del recurso contencioso,
a saber: que otorgar veinte puntos a un solo mérito y
el hecho de que esa puntuación sea prácticamente equi­
valente a la suma de los que pueden obtenerse por razón
de los restantes méritos no vulnera los arts. 14 y 23.2
de la Constitución, por cuanto aquel 'mérito es una con­
dición objetiva. a la que se confiere relevancia «por razón
de la situación que un número indeterminado de per­
sonas puedan justificar». Entienden los demandantes que
no es cierto que las personas que han desempeñado
la categoría objeto de la convocatoria constituyan un
conjunto indeterminado y abstracto, sino un colectivo
concreto -con nombres y apellidos- que se presentó
al concurso y obtuvo las plazas en liza, pues sólo unas
determinadas personas iniciaban el concurso con veinte

'puntos (y," por tanto, con la plaza prácticamente" ase­
gurada) por el solo hecho de presentarse, sin tener que
alegar ningún otro mérito; en SU opinión, la base 4 del
baremo encerraba en sí misma la discriminación denun­
ciada, pues en el supuesto de que nadie hubiese desem­

, peñado la categoría objeto de la convocatoria dicha base
no tendría sentido, pues incluirla sería tanto como atribuir
relevancia a un mérito que se sabe de antemano que
nadie podrá alegar; su inclusión obedece a que el con~
vacante sabía y le constaba que existían personas deter­
minadas que podían invocar el mérito en cuestión, no
pretendiéndose con su inclusión -y con el abultado
número de puntos que por tal concepto se concedía­
otra cosa que asegurar a esas personas la obtención
de las plazas. '

Además -continúan los demandantes- tanto las
bases como la Sentencia recurrida infringen los arts. 14
y. 23.2 de la Constitución desde otra perspectiva: en
los procedimientos de selección para ocupar un puesto
integrado en la función pública, los poderes públicos
son libres a la hora de establecer los méritos y capa­
Cidades qúe en cada' caso hayan de' ser determinantes
de las pruebas selectivas, pero tal'l.ibertad tiene como
límite el que ningún-mérito sea puntuado de tal suerte
que él sólo predetermine el fallo ni haya sido estabh:!cido
al margen de los criterios de mérito y capacidad en igual­
dad de condiciones respecto de todos .Ios posibles can- .
didatos. Por tanto, si el Ayuntamiento de Leganés saca
a concurso de méritos determinadas plazas, es obvio
que lo hace porque tales plazas no habían sido cubiertas
con arreglo a los mecanismos que la Ley establece -es
decir, concurso u oposición- para cubrirlas con carácter
fijo, de ahí que la base cuarta hable' del carácter acci­
dental o temporal de su posible desempeño. Pues bien,
al referido mérito se le otorgan tantos puntos menos
uno como a la suma máxima de los restantes méritos,
lo que -de prosperar la tesis de la Sentencia impug­
nada- haría saltar por los aires la doctrina del Tribunal
Supremo y de este Constitucional acerca de la aplicación
del principio de igualdad en relación con el a:cceso a
la Administración Pública, pues los poderes públicos
podrían crear situaciones especiales para determinadas
personas con carácter temporal o accidental y luego pri­
vilegiar en un concurso tales situaciones: primero se crea
la situación objetiva para determinadas subjetividades
-al margen del mérito y la capacidad- y luego s.e otorga
a esa situación objetiva un valor tal en el conjunto de
los méritos alegables que sólo quienes han dado lugar
a la misma tienen acceso a la plaza. En otras palabras,
primero se coloca en determin'adas plazas a personas
concretas,-al margen de todo procedimiento de mérito
y capacidad- y luego se sacan esas plazas a concurso
concediendo a quienes las ocupan una puntuación tal
que garantice su continuidad en las mismas, cumpliendo
ya lbs requisitos legales.

Alegan a continuación los recurrentes quea la incons­
titucionalidad de las bases del concurso no puede opo­
nerse el argumento de que si se eliminara la puntuación
atribuida al mérito discutido no se habría alterado el
resultado del concurso, pues la incorrección de las bases
exige su anulación al margen de la incidencia real. que
hubieran podido tener en el resultado concreto de las
pruebas selectivas realizadas, aunque sólo fuera porque
la desproporcianada puntuación dei mérito discutido
pudo actuar como un elemento disuasor considerable
para eventuales concursantes.

En definitiva -concluyen los demandantes- debe par­
tirse de la base de que un mérito o capacidad es objetivo
a los efectos de supuestos como el ahora planteado
cuando todos los españoles, en principio y en un plano
de igualdad -es decir, a través del mérito o la capa-
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cidad-, han podido acceder a él. Por el contrario, el
mérito será subjetivo si -como sucede en este casO­
sólo algunos· han podido adquirirlo por cauces en los
que no contaron ni la capacidad ni el mérito.

Por todo ello, los demandantes interesan la estima­
ción del presente recurso de amparo.

7. El Ministerio Fiscal presentó su escrito de ale­
gaciones el 24 de julio de 1991. Tras exponer los ante­
cedentes del caso, señala el Ministerio Público que aun­
que la demanda de amparo se dice presentada contra
la Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Madrid,
en realidad ésta no ha hecho sino agotar la vía judicial
procedente, y -caso de existir- la violación constitu­
cional ahora denunciada se localizaría en la Resolución
del Ayuntamiento de Leganés que estableció las bases
del concurso. En consecuencia, entiende el Ministerio
Fiscal que no nos encontramos ante un recurso del
art.44 LOTC, sino ante una demanda de amparo ex arto
43 LOTC.

En lo que a I~ cuestión planteada se refiere, alega
el Ministerio Público que, a su juicio, no es aplicable
al caso de autos el arto 23.2 de la Constitución, pues
no puede decirse que unas plazas de personal laboral
formen parte de la función pública y, desde luego, no
tienen la consideración de cargos públicos. A su juicio,
las SSTC 42/1981 y 50/1986 -invocadas por los acto­
res- no tienen aplicación en el presente caso, pues se
refieren a la remisión que el arto 23.2 de la Constitución
hace a los requisitos que señalan las leyes, prohibiendo
que los mismos se establezcan mediante referencias indi­
vidualizadas y concretas. Ahora bien -continúa el Minis­
terio Fiscal- no cabe duda que el Ayuntamiento de Lega­
nés, como poder público, debe respetar'-por imperativo
del art. 9.1 C.E.- el principio de igualdad consagrado
en el arto 14 de la Constitución y comprobar si lo ha
respetado o infringido ha de constituir el objeto del pre-
sente recurso. .

De entrada, ninguno de los supuestos de.discrimi­
nación directamente citados1en el arto 14'de la Cons­
titución se dan en el supuesto de autos ni es fácil loca­
lizarlospor analogía. La situación discriminatoria, caso
de existir, no se habría creado contra los recurrentes,
sino en favor de las personas que ya ocupaban con ante­
rioridad los puestos de trabajo ofertados. Ello nos !leva,
a juicio del Ministerio Público, un$. vel más,ai problema
de laValidez de! término de comparación. No cabe duda
que ¡as situaciones comparadas no son idénticas ni aná­
logas: los que resultaron beneficiados habían ya desem­
peñado los cometidos propios de las plazas objeto de
concurso y el Ayuntamiento conocía su preparación y
eficacia, lo que no puede decirse de los hoy deman­
dantes. A juicio del Ministerio Fiscal. la experiencia en
el desempeño de un puesto de trabajo es un mérito
susceptible de ser valorado por el empleador y, desde
ese punto de vista, no nos encontramos ante un tertium

.. comparationis válido para invocar con éxito una infrac­
ción del principio de igualdad.

En realidad, entiende el Ministerio Público que el pro­
blema no radica en el hecho de que se valore la expe­
riencia en el puesto de trabajo ofertado, sino en la pun­
tuación otorgada a esa experiencia, de manera que !o
que deberá dilucidarse es si el Ayuntamiento püdo iegal­
mente establecer un baremo como el que publicó. Para
ello es preciso acudir -como hizo el Tribunal Superior­
a la normativa de Régimen Local y, al no contenerse
en ella criterios específicos, procederá remitirse a la regu­
lación básica estatal. que se limita a admitir la selección
de personal laboral por concurso. Las únicas limitaciones
consisten en la obligatoriedad de las bases de la con­
vocatoria, sin que se imponga la atribución de puntua­
ción aunas méritos determinados. Ello equivale a reco-

nacer -enti~nde el MinisterioPúblic<r-que el órgano
competente puede señalar las condiciones y la valora­
ción que estime adecuadas, como expresión del principio
de autonomía municipal (art. 137 C.E.r El único límite
vendría representado por el principio de igualdad, que
vedaría una elección subjetiva e intuitu personae; sin
embargo, el hecho de atribuir una puntuación a una situa­
ción objetiva no puede reputarse discriminatoria a los
efectos del arto 14 de la Constitución, pues con ello no
se beneficia a una persona, sino que la puntuación se
concede a todos cuantos reúnan los requisitos valorados;
y, de otro lado, el quantum de dicha puntuación no es,
en realidad, un problema de dimensión constitucional.
sino de mera legalidad ordinaria, ya resuelto por los órga­
nos judiciales competentes.

En consecuencia, el Ministerio Fiscal interesa la dene­
gación del amparo pretendido.

8. La representación procesal del Ayuntamiento de
Leganés no presentó escrito de alegaciones.

9. Por providencia de 23 de septiembre de 1993
se señaló el -día 27 de septiembre siguiente para deli­
beración y votación de la presente Sentencia.

11. Fundamentos jurídicos

,1. El objeto del presente recurso de amparo no es
otro que la. impugnación de las bases establecidas por
el Ayuntamiento de Leganés en sesión plenaria de 30
de julio de 1987 para proveer, por el procedimiento
de concurso de méritos, siete plazas de Administrativos
de la plantilla de personal laboral de ese Ayuntamiento.
Es evidente que, aun cuando en la demanda de amparo
se impugna la Sentencia de la Sección Sexta de la Sala
de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior
de Justicia de Madrid que desestimó el recurso
núm. 680/88 promovido contra las citadas bases, el
derecho fundamental invocado por los recurrentes no
habría sido propiamente vulnerado en la resolución judi­
cial. sino en el acto administrativo cuya nulidad se ha
desestimado en una Sentencia que, como señala el
Ministerio Público, no ha hecho más Que. poner fin a
la vía judicial proceden!e y preceptiva' ex arto 43 LOTC.
En consecuencia, ei recurso de amparo que ahora exa­
minámos encuentra su verdadero acomodo procesal en
el meritado arto 43 LOTC y no en el arto 44 del mismo
texto normativo.

Sentado lo anterior, procede analizar a continuación
la infracción constitucional denunciada por los actores
y localizada, según se ha dicho, en las bases de la con­
vocatoria para el concurso de méritos destinado a la
provisión de varias plazas de personal laboral en el Ayun­
tamiento de Leganés.

En la base cuarta' de la convocatoria se fijaba un
baremo de méritos, ahora impugnado, con arreglo al
cual podía obtenerse un máximo de dos puntos en con­
cepto de «cursos de perfeccionamiento)) y un máximo
de treinta y nueve por «experiencia)); en este segundo
apartado, los treinta y nueve puntos máximos posibles
se desglosaban del siguiente modo: 1 j diez puntos como
máximo por cada año de servicio prestado como Auxiliar
Administrativo en el Ayuntamiento de Leganés (sólo dos
puntos si los servicios se habían prestado en otro Ayun­
tamiento o un punto si lo habían sido en la empresa
privada); 2) un punto por ostentar Jefatura de Grupo; 3)
cinco puntos por ostentar Jefatura de negociado; y, 4)
veinte puntos por haber desempeñado con carácter acci­
dental o temporal. en el Ayuntamiento de Leganés, la
categoría objeto de la convocatoria.

A juicio de los demandantes de amparo, el hecho
de que, de los cuarenta y un puntos posibles, veinte
se concedieran por la sola circunstancia de haber desem-
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peñado"accidental O temporalmente, en el Ayuntamiento
de Leganés,lacategoría objeto de convocatoria,supone
una infracción flagrante del derecho fundamental reco­
nocido en el arto 23.2 en relación con el arto 14, ambos
de la Constitución, pues con ello se privilegia a unos
concursantes muy determinados (los que venían ocu­
pando las plazas sacadas a concurso), hasta el punto
de predeterminar inevitablemente el resultado mismo
de la convocatoria, toda vez que tales concursantes con­
taban de entrada -y por el solo hecho de concursar­
con una puntuación de veinte puntos, mientras que a
los restantes sólo les era posible obtener, como máximo,
un total de veintiún puntos, fácilmente superables por
aquéllos a poco que lograran dos nuevos puntos. En
otras palabras, la puntuación concedida a un mérito sólo
alegable por determinados concursantes ha primado a
éstos hasta el punto de que tenían aseguradas las plazas
convocadas con sólo presentarse al concurso.

El Ministerio Fiscal. sin embargo, considera que no
cabe hablar de infracción del arto 23.2 de la Constitución,
sino. -eventualmente- de una posible vulneración del
art.14 C.E., hipótesis que, no obstante, también descarta.
Entiende, en efecto, que no puede ser de aplicación al
caso el art.23.2 C.E. porque las plazas sacadas a con­
curso lo .eran de personal laboral. ajeno a la función
pública; y considera, además, que tampoco puede admi-·
tirse que se haya conculcado el principio constitucional
de igualdad, toda vez que la discriminación denunciada,
caso de existir, no habría operado contra los recurrentes,
sino en favor de las personas que ya ocupaban los pues­
tos de trabajo ofertados por el Ayuntamiento. A juicio
del Ministerio Público, no existe término de comparación
posible desde el momento en que las situaciones com­
páradas no son ni siquiera análogas, pues «los que resul­
taron beneficiarios de las plazas discutidas habían
desempeñado ya con anterioridad esos cometidos y el
Ayuntamiento de Leganés conocía su preparación y efi­
cacia, lo que no puede predicarse de los hoy deman­
dantes» y esa experiencia arlterior constituía un· mérito
-expresivo de una situación'objetiva- valorable por el
empleador. Para el Ministerio Fiscal todo el problema
se agota en una cuestión muy concreta: si la puntuación
otorgada a esa experiencia previa era o no correcta.
Interrogante que resuelve en sentido afirmativo, conclu­
yendo que, por tratarse de un mérito objetivo y corres­
ponder al Ayuntamiento la fijación de las pautas de selec­
ción de su personal laboral, la cuestión relativa a la bon­
dad de la puntuación concedida no excede los límites
de la legalidad ordinaria, ya fiscalizada por el órgano
judicial competente.

2. Así planteados los términos del debate, ha de
coincidirse con el Ministerio Fiscal en que el derecho
fundamental reconocido en el arto 23.2 de la Constitución
no 'es aplicable en los supuestos de contratación de per­
sonallaboral por parte de las Administraciones Públicas,
dé"maneraque el trato discriminatorio denunciado sólo
podría conculcar el principio general de igualdad esta­
blecidoen el arto 14 de la Constitución, del que el
arto 23.2 C.E. no es sino, de acuerdo con reiterada juris­
prudencia de este Tribunal. una concreción específica
en relación con el ámbito de los cargos y funciones públi­
cos. Admitida esta puntualización del Ministerio Público,
no cabe, sin embargo, aceptar que -ya desde la pers­
pectiva del arto 14 C.E.- las bases de la convocatoria
del concurso de méritos impugnadas por los deman­
dantes no seancoritrarias al principio de igualdad..

En efecto, para llegar a esa conclusión basta con
constatar que la relevancia conferida a un mérito sólo
alegable por determinados candidatos situaba a éstos
en una posición de privilegio frente a los restantes con­
cursantes, predeterminando en su favor la resolución

del concurso convocado. Aun cuando, en principio, la
atribución de semejante relevancia a un sólo mérito no
tiene por qué contrariar las exigencias del principio cons­
titucional de igualdad, tal principio padece irremediable­
mente cuando, como es ahora el caso, el mérito en cues­
tión no evidencia en los concursantes que pueden acre­
ditarlo una cualidad objetiva que, por su relevancia para
el desarrollo de los cometidos de cuyo ejercicio se trata
con la plaza objeto de concurso, merezca hacer a sus
titulares acreedores del puesto ofertado. La experiencia
es, desde luego, un mérito,y conferir relevancia a su dis­
frute no sólo no es contrario a la igualdad, sino que,
en tanto que cualidad susceptible de justificar una dife­
rencia de trato, se cohonesta perfectamente con el
arto 14 de la Constitución y es condición de obligada
relevancia en atención a criterios tales como los de efi­
cacia en la prestación de servicios por parte de la Admi­
nistración Pública. Con todo, contraría abiertamente al
principio constitucional de igualdad el que en un con­
curso de méritos que, como el de autos, se articula alre­
dedor de la experiencia adquirida en diversos puestos
administrativos, se prime desaforadamente y de manera
desproporcionada -y con la consecuencia de hacerlo
determinante del resultado último del concurso-la expe­
riencia representada por el desempeño de una deter­
minada categoría (la de los puestos convocados) en un
determinado Ayuntamiento (el convocante). Un baremo
en el que, tratándose de un concurso de méritos, se
privilegie la experiencia adquirida en un puesto idéntico
o similar a aquél de cuya provisión se trata no sería
contrario a la igualdad aun cuando a los restantes méritos
alegables les fuera concedida llna valoración menor,
incluso considerablemente menor. Sin embargo, en el
supuesto de autos no se trataba propiamente de favo­
recer genéricamente a quienes hubieran desempeñado
puestos idénticos o similares a los ofertados, sino sólo
de privilegiar a las concretas personas que los hubieran
ocupado en el propio Ayuntamiento autor de la con­
vocatoria. La imposibilidad de que los veinte puntos con­
cedipos por ese concepto pudieran ser obtenidos por
quienes hubiesen ocupado puestos idénticos en otras
Corporaciones pone de manifiesto que no se trataba
tanto de favorcer la experiencia en la categoría ofertada,
cuanto de primar, exclusivamente, a quienes venían ocu­
pando interinamente las plazas en disputa. Como ya que­
dó dicho en la STC 42/1981, es preciso que «la dife­
rencia impuesta en razón de la capacitación técnica sea
adecuada a la naturaleza propia de las tareas a realizar»
(lo que permite computar como mérito la experiencia
adquirida en puestos idénticos o similares a los que son
objeto de concurso) «y se establezca con carácter gene­
ral. esto es, en referencia directa a la posesión de deter­
minados conocimientos o determinada titulación acre­
ditativa de éstos, pero no al procedimiento seguido para
adquirirlos o al Centro en donde fueron adquiridos, pues
cualquiera de estasfórmlilas sí implica ya una diferencia
no justificada y, en consecuencia, una violación del prin­
cipio de igualdad» (fundamento jurídico 4).

y una diferencia no justificada es, precisamente, la
contenida en el baremo ahora enjuiciado, toda vez que
diferenciar ,a los concursantes en función del Ayunta­
miento en el que han adquirido determinada experiencia
y no a partir de la experiencia misma, con independencia
de la Corporación en la que se hubiera adquirido, no
es criterio razonable, compatible con el principio cons­
titucional de igualdad. Antes aun, con semejante criterio
evaluador se evidencia una clara intención de prede­
terminación del resultado del concurso en favor de deter­
minadas personas y en detrimento -constitucionalmente
inaceptable- de aquéllas que, contando con la misma
experiencia, la han adquirido en otros Ayuntamientos.
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. En I~;medida en, que la diferencia de trato no es. por
lo dicho. razonable ni puedejustificarse másque:enaten-

;ción al privilegio queccin su establecimiento quiere con­
cederse a determinados concursantes. no cabe sino con­
cluir que el baremo impugnado es contrario al arto 14
de la Constitucióny. en consecuencia., procede la esti­
mación del amparo pretendido.

FALLO

En atención a lo expuesto. el Tribunal Constitucional.
POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN DE LA NACiÓN
ESPAÑOLA,

Ha decidido

Conceder el amparo solicitado por doña Elena Ordó­
ñez García. doña Concepción' Pérez Gaytán. doña Ado­
ración L10rente Atienza. doña María Consolación Pardillo
Alonso. doña María Angeles Alonso Sánchez y don Alfre­
do Peralta Romero y. en consecuencia:

1. Reconocer el derecho de los demandantes a no
ser discriminados. . ,

2. Declarar la nulidad de las bases aprobadas P9r
el Pleno del Ayuntamiento de Leganés en sesión de 30
de, julio de 1987 referidas al concurso de méritos con­
vocado para la provisión de siete plazas de Admi'1is­
trativos de la plantilla de personal laboral de ese Ayun­
tamiento. retrotrayendo las actuaciones al momento de
fijar las bases de la citada convocatoria. que deberán

. respetar el principio de igualdad.
3. Declarar la nulidad de la Sentencia de la Sección

Sexta de la Sala de lo Contencioso-Administrativodel
Tribunal Superior de Justicia de Madrid de 31 de mayo
de 1990 (recurso núm. 680/88).

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid. a vein~siete de septiembre de mil
'novecientos noventa y tres.-Luis López Guerra.-Eugenio
Díaz Eimil.-Alvaro Rodríguez Bereijo.-JoséGabaldÓn
López:-Julió Diego González Campos y Caries Viver
Pi-Sunyer.-Firmados y rubricados.

25887 Sala Segunda. Sentencia 282/1993. de 27
de septiembre de 1993. Recurso de amparo
2.825/1990. Contra Sentencia del T.S.J. de
Aragón. confirmatoria. en suplicación. de la
del Juzgado de lo Social núm. 4 de Zaragoza.
Vulneración del derecho a un proceso público
con todas las garantías: derecho a un. Juez
imparcial.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional. com­
puesta por don Luis López Guerra. Presidente; don Euge­
nio Díaz Eimil. don Alvaro Rodríguez Bereijo. don José
Gabaldón López. don Julio Diego González Campos y'
don Caries Viver Pi-Sunyer. Magistrados. ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 2.825/90. interpuesto
por doña María Cristina Miñana Ibáñez. representada

por el Procurador don Luis Pastor Ferrer. contra la Sen-
.;tencia de' 30de·octubre de 1990 del Tribunal Superior
de Justicia de Aragón. 'confirmatoria de la Sentencia del
Juzgado de lo Social núm. 4 de Zaragoza de 24 de
mayo de 1990. Han comparecido el Ayuntamiento de
Zaragoza. representado por el Procurador de los Tribu­
nales don Paulina Monsalve Gurrea. hoy. por fallecimien­
to de éste. por el Procurador don Antonio María Alva­
rez-Buylla Ballesteros. asistido de Letrado. y el Ministerio
Fiscal. Ha sido Ponente el Magistrado don Caries Viver
Pi-Sunyer. quien expresa el parecer de la Sala.

l. Antecedentes

1. Por escrito presentado en este Tribunal el 7 de
diciembre de 1990. don Luis Pastor Ferrer. Procurador
de los Tribunales, interpuso. en nombre y representación
de doña María Cristina Miñana Ibáñez. recurso de ampa­
ro contra Sentencia de la Sala de lo Social del Tribunal
Superior de Justicia de Aragón. de 31 de octubre
de 1990. que confirmó en suplicación la dictada por
el Juzgado de lo Social núm. 4 de Zaragoza el 24 de
mayo de 1990. '

2. Los hechos que dan lugar a la presente demanda
de amparo son. en síntesis, los siguientes:

a) La recurrente prestó sus servicios para el Ayun­
tamiento de Zaragoza. desde el 1de enero de 1984.
en virtud de sucesivos contratos temporales. primero
administrativos y luego laborales.

b) El 12 de diciembre de 1989 instó el reconoci­
miento como fija de plantilla que fue desestimado por
el citado Ayuntamiento. Formulada demanda ante la
jurisdicción social. fue-desestimada, primero. por Sen­
tencia del Juzgado de lo Social núm. 4 de Zaragoza
y. tras el recurso de suplicación interpuesto por la ahora
recurrente, por el Tribunal Superior de Justicia de
Aragón.

c) Fue Ponente de la Sentencia dictada por el Tri­
bunal Superior de Justicia de Aragón, don Manuel Serra­
no Bonafonte. Este había sido designado por el Consejo
General del Poder Judicial. entre la terna propuesta por
el Parlamento de Aragón. Magistrado de la Sala de lo
Civil y Penal. aunque participaba con frecuencia en las
deliberaciones de la Sala de lo Social. Además. don
Manuel Serrano Bonafonte ostentó la condición de Con­
cejal del Ayuntamiento de Zaragoza. participando en la
toma de diversos Acuerdos relacionados con la contra­
tación de la actora.

d) En ningún momento, antes de dictarse la Sen­
tencia. fue notificada a la actora la composición de la
Sala que había de resolver su recurso ni la designación
del Magistrado Ponente.

3. El recurso de amparo se dirige contra la Sentencia
. del Tribunal Superior de Justicia de Aragón de 31 de
octubre de 1990. entendiendo infringido el arto 24.2 C.E.

Afirma la recurrente que la Sentencia impugnada ha
vulnerado su derecho a un proceso público con todas
las garantías (art. 24.2 C.E..en relación con elart. 117.3
C.E. y 220 L.O.P.J.). Aduce para llegar a esta conclusión
los siguientes argumentos:

a) El Magistrado Ponente había sido Concejal del
Ayuntamiento para el que la actora trabajaba. partici­
pando. según afirma, en la toma de determinados Acuer­
dos relacionados con su contratación.

b) En consecuencia. a tenor del art. 220 de la
L.O.P.J. debió abstenerse de formar parte del citado Tri­
bunal y, con mayor motivo. de ser el Ponente en una
Sentencia que afectaba a la actora y al Ayuntamiento.


